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RECURSO DE REVISIÓN 
 
EXPEDIENTE: IVAI-REV/2271/2017/III 
 
SUJETO OBLIGADO: Oficina del 
Gobernador del Estado de Veracruz 
 
ACTO RECLAMADO: Inconformidad con la 
respuesta 
 
COMISIONADO PONENTE: Arturo Mariscal 
Rodríguez  
 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: Juan 
De Dios Hernández Ramírez 

 

Xalapa, de Enríquez, Veracruz a veintiocho de febrero de dos mil dieciocho. 

 

De las constancias que obran en autos, se desprenden los siguientes: 

 

H E C H O S  
 

I. El treinta de septiembre de dos mil diecisiete, la parte recurrente 

presentó solicitud de información vía Plataforma Nacional de Transparencia, a la 

Oficina del Gobernador del Estado de Veracruz, quedando registrada con el 

número de folio 01332317, en la que se advierte que la información solicitada 

consistió en: 
… 
 

Información solicitada: 
 
1.-La señora Mónica Morales Silva tiene alguna gratificación, compensación o 
estímulo monetario, aparte de su sueldo quincenal? 
 
Si es afirmativo: 
2.-Qué labor realizó para que esta fuera merecedora de ese beneficio? 
3.-De cuánto $ es ese beneficio? 
4.-En base a que parámetro esta puede seguir manteniendo ese beneficio? 
5.-Tiene una vigencia o depende de alguna actividad o labor para la preservación del 
mismo? 
 
La información la requiero vía INFOMEX. 
… 
 

II. El diecisiete de octubre del dos mil diecisiete, el sujeto obligado dio 

respuesta a la solicitud de información. 

 

III. Inconforme con la respuesta del sujeto obligado, el dos de noviembre de 

dos mil diecisiete, la parte promovente interpuso el presente recurso de revisión. 
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IV. Mediante acuerdo dictado el seis de noviembre de dos mil diecisiete, la 

comisionada presidenta tuvo por presentado el recurso y ordenó remitirlo a la 

ponencia a su cargo en términos del Acuerdo ODG/SE-68/10/06/2016. 

 

V. Por acuerdo de siete de diciembre de dos mil diecisiete, se admitió el 

recurso, dejándose a disposición del sujeto obligado y del recurrente las 

constancias que integran el expediente para que en un plazo máximo de siete días 

manifestaran lo que a su derecho conviniera,  compareciendo el sujeto obligado 

con escrito recibido en la Secretaría de Acuerdos el día once de enero de dos mil 

dieciocho. 

 

VI. El trece de diciembre de dos mil diecisiete, tomando en consideración 

que a la fecha de presentar el proyecto de resolución se encontraba 

transcurriendo el plazo otorgado a las partes para desahogar vista del acuerdo de 

admisión, se acordó la ampliación del plazo para presentarlo. 

 

VII. Mediante decreto número 611, expedido el once de enero de dos mil 

dieciocho por la Sexagésima Cuarta Legislatura del Honorable Congreso del Estado 

Libre y Soberano de Veracruz de Ignacio de la Llave, se nombró en forma interina 

al ciudadano Arturo Mariscal Rodríguez como comisionado del Instituto 

Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, el cual 

fue publicado en la Gaceta Oficial del Estado número extraordinario 030, de fecha 

19 de enero de dos mil dieciocho. 

 

VIII. Mediante acta de entrega recepción de fecha quince de enero de dos 

mil dieciocho, la comisionada presidenta, hizo entrega del expediente número 

IVAI-REV/2271/2017/III, al comisionado Interino Arturo Mariscal Rodríguez. 

 

IX. Por acuerdo de diecinueve de enero de dos mil dieciocho, se tuvo por 

presentado al sujeto obligado desahogando la vista dada en el acuerdo de 

admisión y se ordenó digitalizar las documentales enviadas, a efecto de que 

fueran remitidas a la parte recurrente para su conocimiento, requiriéndosele para 

que, en el término concedido, expresara a este Instituto lo que a su derecho 

conviniera, sin que de autos se advierta que hubiera comparecido o formulado 

manifestación alguna. 

 

X. En virtud de que el medio de impugnación se encontraba debidamente 

sustanciado, el veintitrés  de febrero de dos mil dieciocho, se declaró cerrada la 

instrucción, ordenándose formular el proyecto de resolución. 

 

Seguido el procedimiento en todas sus fases, se presentó el proyecto de 

resolución conforme a las siguientes: 
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C O N S I D E R A C I O N E S 
 

 

PRIMERA. Competencia. El Pleno del Instituto Veracruzano de Acceso a la 

Información y Protección de Datos Personales es competente para conocer y 

resolver los recursos de revisión, que tienen por objeto salvaguardar y garantizar 

el derecho a la información y la protección de datos personales, y que son 

presentados en contra de las respuestas emitidas por el sujeto obligado, así como 

por las omisiones de las mismas. 

 

Lo anterior, con fundamento en lo previsto en los artículos 6, párrafos 

segundo y cuarto, apartado A, fracción IV de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, 6 párrafos séptimo, octavo y noveno y 67, párrafo segundo 

fracción IV apartado 4, de la Constitución Política del Estado de Veracruz de 

Ignacio de la Llave; 77, 80, fracción II, 89, 90, fracción XII, 192, 193, 215 y 216 de 

Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de 

Veracruz. 

 

SEGUNDA. Requisitos de procedibilidad. Este cuerpo colegiado advierte que 

en el presente recurso de revisión se encuentran satisfechos los requisitos 

formales y substanciales previstos en el artículo 159 de la Ley 875 de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de 

Ignacio de la Llave, toda vez que en el mismo se señala: I. El nombre del 

recurrente; II. Correo electrónico para recibir notificaciones; III. El Sujeto obligado 

ante la cual se presentó la solicitud cuyo trámite da origen al recurso; IV. La fecha 

en que se le notificó al solicitante la respuesta; V. El acto o resolución que recurre; 

VI. La exposición de los agravios; VII. La copia de la respuesta que se impugna y, 

VIII. Las pruebas que tienen relación directa con el acto o resolución que se 

recurre. 

 

Lo anterior, conforme a lo previsto en los artículos 155, 156 y 157, de la Ley 

875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz 

de Ignacio de la Llave; y en lo que no se oponga, el numeral 192, fracción III, 

incisos a) y b) del mismo cuerpo normativo citado.  

 

Respecto de la improcedencia aludida por el Titular de la Unidad de 

Transparencia de la Oficina del Gobernador, en el oficio UT/11/2018, que 

medularmente señala lo siguiente:  
… 
Así las cosas, se entiende que la recurrente ya conoce la información que solicita, por lo tanto 
no le puede causar agravio la negativa realizada por la parte que represento, teniendo como 
consecuencia que el presente recurso se deseche al quedarse sin materia o Litis, por lo que ese 
Órgano Garante deberá resolver el sobreseimiento del presente recurso en términos de lo 
dispuesto por el artículo 216 fracción I de la Ley Número 875 de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 
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No se puede perder de vista que la ley antes mencionada, en su numeral 154 determina que la 
sustanciación del presente recurso, a falta de disposición expresa, se estará a lo dispuesto en 
el Código de Procedimientos Administrativos y en el Código de Procedimientos Civiles, ambos 
del Estado, en el citado orden, así mismo, el primero de los mencionados en su numeral 272 
fracción V dispone como causal de sobreseimiento el hecho de que falta materia u objeto del 
acto.  
 
Es por ello que su agravio, desde este momento, se deberá considerar una confesión expresa 
por parte de la recurrente en términos de lo dispuesto por el artículo  de Código de 
Procedimientos Administrativos de aplicación supletoria que literalmente dice: 
 
Artículo  51. La confesión puede ser expresa o tácita: expresa la se hace al formular o contestar 
un escrito o demanda, absolviendo posiciones o en cualquier otro acto del procedimiento 
administrativo o del juicio contencioso; tácita, la que se presume en los casos señalados por la 
ley. La confesión sólo produce efectos en lo que perjudica al que la hace. 
…  

 

Al respecto, debe precisarse que lo invocado por el servidor público es 

improcedente porque los artículos 222 y 223 de la Ley 875 de Transparencia, de 

ninguna manera establecen como causal de improcedencia o sobreseimiento que 

el asunto quede sin materia; menos aún que ésta derive de que, supuestamente, 

el particular tenga conocimiento de la información, pues tales cuestiones no se 

establecen en la normatividad de la materia.  

 

Asimismo, es improcedente lo expresado por el Titular de la Unidad de 

Transparencia en el sentido de que en el caso aplica por supletoriedad el 

contenido del artículo 51 del Código de Procedimientos Administrativos del Estado 

de Veracruz, pues dicha supletoriedad opera únicamente en el supuesto de alguna 

omisión o regulación deficiente de determinada figura jurídica, lo que no se 

actualiza, porque la materia de sobreseimiento e improcedencia sí se encuentra 

regulada a través de hipótesis claras y precisas en la Ley de Transparencia, de 

modo que debe estarse a las causales previstas en ésta y no en la legislación 

supletoria.  

 

Siendo aplicable al caso la tesis I.3o.A. J/19, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo V, enero de 1997, página 374, de rubro 

y texto siguiente:  
… 
SUPLETORIEDAD DE LEYES. CUANDO SE APLICA. La supletoriedad sólo se aplica para integrar 
una omisión en la ley o para interpretar sus disposiciones en forma que se integre con 
principios generales contenidos en otras leyes. Cuando la referencia de una ley a otra es 
expresa, debe entenderse que la aplicación de la supletoria se hará en los supuestos no 
contemplados por la primera ley que la complementará ante posibles omisiones o para la 
interpretación de sus disposiciones. Por ello, la referencia a leyes supletorias es la 
determinación de las fuentes a las cuales una ley acudirá para deducir sus principios y 
subsanar sus omisiones. La supletoriedad expresa debe considerarse en los términos que la 
legislación la establece. De esta manera, la supletoriedad en la legislación es una cuestión de 
aplicación para dar debida coherencia al sistema jurídico. El mecanismo de supletoriedad se 
observa generalmente de leyes de contenido especializado con relación a leyes de contenido 
general. El carácter supletorio de la ley resulta, en consecuencia, una integración, y reenvío de 
una ley especializada a otros textos legislativos generales que fijen los principios aplicables a la 
regulación de la ley suplida; implica un principio de economía e integración legislativas para 
evitar la reiteración de tales principios por una parte, así como la posibilidad de consagración 
de los preceptos especiales en la ley suplida. 
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… 
 

En este sentido, es improcedente la pretendida supletoriedad porque la 

figura de improcedencia y sobreseimiento no amerita reenvío a la normatividad 

supletoria; al no advertirse laguna u omisión que posibilite acudir al Código de 

Procedimientos Administrativos. 

 

A mayor abundamiento, debe tenerse en cuenta que, este Instituto ha 

señalado -al resolver el expediente IVAI-REV/1730/2017/I- que el sobreseimiento 

de un recurso de revisión no opera de manera automática, por el simple hecho de 

existir una respuesta, en el caso se advierte que el particular manifestó tener 

conocimiento de parte de la información requerida, fundamentalmente de que la 

persona a que se refiere la solicitud de información laboró en la Oficina del 

Gobernador durante el año dos mil diecisiete, lo que no actualiza el 

sobreseimiento del recurso de revisión.  

 

En términos de lo previsto en el artículo 223, fracción III, de la ley local, el 

recurso de revisión será sobreseído cuando el sujeto obligado modifique o 

revoque, a satisfacción del particular, el acto o resolución recurrida antes de 

emitirse la resolución del Pleno. Si bien el artículo 156, fracción III, de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, no prevé el mismo 

supuesto de la ley local, para el sobreseimiento de un recurso de revisión debe 

considerarse necesario el consentimiento expreso de la parte inconforme con la 

respuesta dada, y ante la falta de este, en aras de maximizar el derecho de acceso 

a la información, es menester el análisis de la contestación, a efecto de determinar 

si lo pedido corresponde con lo entregado. Estimar lo contrario implicaría aceptar 

la inimpugnabilidad de una respuesta cuando la propia ley prevé la posibilidad de 

revocarla o modificarla a través del recurso de revisión, consideración que, 

además, no sería acorde con la finalidad de dicho medio impugnativo, consistente 

en salvaguardar el derecho de acceso a la información de las partes. 

 

Sin que pase desapercibido para este Instituto que el recurso de revisión fue 

interpuesto utilizando un seudónimo, ello porque este órgano ha sostenido que 

dichos trámites son válidos aun cuando se formulen empleando un seudónimo; 

siendo aplicable al presente caso el criterio 3/2014 de rubro, texto y datos de 

localización siguientes:  

 
RECURSO DE REVISIÓN. PUEDE INTERPONERSE UTILIZANDO UN SEUDÓNIMO. El hecho de que los 

accionantes acudan a promover un medio de impugnación bajo un seudónimo, no es un factor 

determinante que permita sostener que se trate de una persona inexistente o falsa, y que por ello se 

deba desechar su promoción, por estimar la insatisfacción de este requisito de procedibilidad y por 

el contrario, de limitarlos en su derecho de acción se generaría la violación a la garantía de 

audiencia, de acceso a la justicia y a la información  de quienes promueven bajo un seudónimo, por 

el solo hecho de mantener su personalidad en el anonimato, puesto que no se trata de un litigio 

entre particulares, en el que alguna de ellas pudiera quedar en estado de indefensión, o romperse el 

equilibrio entre ellos, sino del ejercicio de un derecho humano en el que, por mandato 
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constitucional, debe procurarse su adecuada atención y cumplimiento. Tal interpretación, es acorde 

al principio de interpretación pro homine (interpretación favorable a la persona) contenido en el 

artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Recurso de Revisión: IVAI-REV/1989/2014/I. Ayuntamiento de Coacoatzintla, Veracruz. 15 de 
octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Yolli García Alvarez. Secretaria: Ofelia 
Rodríguez López. 

 

Por lo que al no advertirse la actualización de alguna de las causales de 

improcedencia previstas en los artículos 222 y 223 de la multicitada Ley 875 de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, este organismo debe entrar al 

estudio de fondo del recurso de revisión. 

 

TERCERA. Estudio de fondo. Previo al estudio de fondo es menester señalar 

que: 

 

De conformidad con el texto vigente del artículo 1° de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, modificado por el decreto de reforma 

constitucional publicado en el Diario Oficial de la Federación, el diez de junio de 

dos mil once, en materia de derechos fundamentales, nuestro orden jurídico tiene 

dos fuentes primigenias: los derechos fundamentales reconocidos en la 

Constitución; y todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados 

internacionales de los que el Estado mexicano es parte. 

 

Las normas provenientes de ambas fuentes gozan de rango constitucional y, 

por tanto, son normas supremas del ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica 

que los valores, principios y derechos que ellas materializan deben permear en 

todo el orden jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en 

aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. 

 

El derecho de acceso a la información está regulado en el segundo párrafo 

del artículo 6° de la referida Constitución; 13 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

 

El artículo 6º constitucional, en su apartado A, fracción I, señala que toda la 

información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de 

los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, 

fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o 

sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el 

ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada 

temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los 

términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá 

prevalecer el principio de máxima publicidad. 
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Asimismo, el derecho de petición consagrado en el artículo 8º constitucional 

implica la obligación de las autoridades de dictar a una petición hecha por escrito, 

esté bien o mal formulada, un acuerdo también por escrito, que debe hacerse 

saber en breve término al peticionario. Aunado a ello, el ya referido artículo 6º de 

la propia Constitución federal, establece que el derecho a la información será 

garantizado por el Estado. 

 

Ambos derechos, reconocidos además en tratados internacionales y leyes 

reglamentarias, se encuentran vinculados y relacionados en la medida que 

garantizan a los gobernados el derecho, no sólo a que se les dé respuesta a sus 

peticiones por escrito y en breve término, sino que se haga con la información 

completa, veraz y oportuna de que disponga o razonablemente deba disponer la 

autoridad, lo que constituye un derecho fundamental tanto de los individuos 

como de la sociedad. 

 

Se ha establecido por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

el acceso a la información se distingue de otros derechos intangibles por su doble 

carácter: como un derecho en sí mismo y como un medio o instrumento para el 

ejercicio de otros derechos. 

 

En efecto, además de un valor propio, la información tiene uno instrumental 

que sirve como presupuesto del ejercicio de otros derechos y como base para que 

los gobernados ejerzan un control respecto del funcionamiento institucional de los 

poderes públicos, por lo que se perfila como un límite a la exclusividad estatal en 

el manejo de la información y, por ende, como una exigencia social de todo Estado 

de Derecho. 

 

Así, el acceso a la información como garantía individual tiene por objeto 

maximizar el campo de la autonomía personal, posibilitando el ejercicio de la 

libertad de expresión en un contexto de mayor diversidad de datos, voces y 

opiniones; incluso algunos instrumentos internacionales lo asocian a la libertad de 

pensamiento y expresión, a las cuales describen como el derecho que comprende 

la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. 

 

Por otro lado, el acceso a la información como derecho colectivo o garantía 

social cobra un marcado carácter público en tanto que funcionalmente tiende a 

revelar el empleo instrumental de la información no sólo como factor de 

autorrealización personal, sino como mecanismo de control institucional, pues se 

trata de un derecho fundado en una de las características principales del gobierno 

republicano, que es el de la publicidad de los actos de gobierno y la transparencia 

de la administración. 
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Por tanto, este derecho resulta ser una consecuencia directa del principio 

administrativo de transparencia de la información pública gubernamental y, a la 

vez, se vincula con el derecho de participación de los ciudadanos en la vida 

pública, protegido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Lo anterior se estableció en la jurisprudencia de rubro: ACCESO A LA 

INFORMACIÓN. SU NATURALEZA COMO GARANTÍAS INDIVIDUAL Y SOCIAL, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXVII, junio de 2008, página 743, Pleno, tesis P./J. 54/2008; véase ejecutoria 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, 

abril de 2008, página 1563. 

 

Para la efectiva tutela del derecho a acceder a la información pública, la 

fracción IV del artículo 6º constitucional, apartado A, precisa se establecerán 

mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos 

que se sustanciarán ante los organismos autónomos especializados e imparciales 

que establece la propia Constitución. 

 

A nivel local, la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la 

Llave establece en su artículo 6º, reformado por el decreto de reforma 

constitucional publicado en la Gaceta Oficial del Estado de Veracruz, el veintisiete 

de abril del dos mil dieciséis, en materia de transparencia, acceso a la información 

pública y protección de datos personales, en el que se señala que, toda persona 

gozará del derecho a la información, así como al de acceso, rectificación, 

cancelación y oposición al tratamiento de sus datos personales, frente a los 

sujetos obligados, derecho que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 

fracción IV, del ordenamiento legal en cita, se garantiza por este Instituto 

Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, como 

organismo autónomo del Estado, de funcionamiento colegiado, y de naturaleza 

especializada en la difusión, capacitación y cultura de la transparencia, imparcial y 

con jurisdicción material en su ámbito de competencia. 

 

Por su parte, el artículo 7º señala que toda persona podrá ejercer el derecho 

de petición ante las autoridades del Estado, de los municipios, así como de los 

organismos autónomos, los cuales estarán obligados a dar respuesta escrita, 

motivada y fundada, en un plazo no mayor de cuarenta y cinco días hábiles.  La ley 

regulará los casos en los que, ante el silencio de la autoridad administrativa, la 

respuesta a la petición se considere en sentido afirmativo. 

 

Por otro lado, la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

para el Estado de Veracruz, dispone en sus artículos 4 párrafo 2; 5; 67, 140; 143 

párrafo primero, y 145 párrafos primero y segundo, que toda la información que 

los sujetos obligados generen, administren o posean es pública, salvo los casos de 
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excepción previstos en la propia Ley, y por ende, toda persona directamente o a 

través de su representante legal, puede ejercer su derecho de acceso a la 

información ante el sujeto obligado que corresponda; con la obligación para éste, 

de dar respuesta a la solicitud de información en un plazo de diez días hábiles 

siguientes al que se haya recibido dicha solicitud. 

 

La obligación de acceso a la información se cumple cuando se ponen a 

disposición del solicitante los documentos o registros o en su caso se expidan 

copias simples o certificadas de la información requerida, y en caso de que la 

información se encuentre publicada, se hará saber por escrito al interesado la 

fuente, el lugar y la forma en que puede consultar, reproducir u obtener la 

información. 

 

El solicitante a su vez puede impugnar la determinación del sujeto obligado 

de proporcionar o no la información solicitada, cuando se actualice alguno de los 

supuestos previstos en el numeral 155 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

 

En el caso, la parte ahora recurrente hace valer como agravio lo siguiente: 
… 

Como solicitante ejerzo el artículo 15 fracción VIII, XI, aunando (sic) el artículo 140 
fracción V, y el artículo 155 fracciones I, II, XIII de la ley 875 de transparencia, ya que, 
la respuesta (machote) emitida por el sujeto obligado carece de lógica en base a lo 
solicitado, dejando así entrever su incumplimiento con las obligaciones de 
transparencia. 
 
Adjunto comprobante de nómina evidenciando la gratificación que recibe esta 
empleada y en consecuencia la nula transparencia, incubrimiento (sic) y evasiva de 
información pública, con que este sujeto obligado se maneja constantemente. 
… 
 

Este Instituto estima que el agravio expresado deviene fundado, atendiendo 

a las razones siguientes. 

 

De la lectura de la solicitud de acceso a la información se advierte que la 

parte recurrente solicitó conocer de la señora Mónica Morales Silva, si tiene 

alguna gratificación, compensación o estímulo monetario aparte de su sueldo 

quincenal; y de ser afirmativo; conocer que labor realizó para que esta fuera 

merecedora de ese beneficio; de cuánto es ese beneficio; en base a que 

parámetro esta puede seguir manteniendo ese beneficio; si tiene una vigencia o 

depende de alguna actividad o labor para la preservación del mismo, información 

que contrario a lo manifestado por el sujeto obligado, no se trata de 

manifestaciones personales o conjeturas, sino de información pública que 

resguarda el sujeto obligado en virtud de que se refiere a las facultades, 

competencias y funciones del sujeto obligado definidas en los artículos 2, 5, 

fracción I inciso a) y 1 fracción XVIII del Reglamento Interior de la Oficina del 
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Gobernador del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, normativa que 

establece lo siguiente: 

… 

Artículo 2. La Oficina es un área de asesoría y apoyo dependiente del titular del Poder 

Ejecutivo del Estado, con capacidad técnica y de gestión, cuyo objeto es aportar 

elementos para la toma de decisiones, sin perjuicio de las atribuciones que ejerce el resto 

de la Administración Pública Estatal en el ámbito de su competencia. 

 

Artículo 5. Para la realización de las funciones que le corresponden, la Jefatura de la 

Oficina estará conformada por las siguientes áreas de apoyo y asesoría:  

 

I. Secretaría Particular:  

a) Unidad Administrativa; 

 

Artículo 13. El Secretario, tendrá las siguientes facultades: 

 

XVIII. Elaborar, fijar las bases, revisar y suscribir los contratos de adquisiciones, 

arrendamientos, enajenación y de prestación de servicios, así como los convenios, 

concesiones, prestaciones, autorizaciones, acuerdos o declaraciones en representación de la 

Oficina, a través del titular de la Unidad Administrativa quien es responsable de ejercer la 

administración de los recursos humanos, materiales y financieros de la Oficina, en términos 

del Código Financiero para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave y demás 

normatividad aplicable. 

… 

 

De los artículos transcritos se colige la oficina del gobernador, es un área de 

asesoría y apoyo dependiente del Poder Ejecutivo del Estado, así mismo, que para 

la realización de sus funciones cuenta con diversas áreas, entre ellas, la Unidad 

Administrativa cuyo Titular es el responsable de la administración de los recursos 

humanos, materiales y financieros. 

 

En el procedimiento primigenio el sujeto obligado emitió la respuesta, 

mediante oficio UT/0974/2017 de fecha dieciséis de octubre de dos mil diecisiete, 

suscrito por el Titular de la Unidad de Transparencia, en los términos siguientes:  

… 

De sus cuestionamientos se desprende que, si bien es cierto que fueron planteados 

de conformidad con lo establecido en los artículos 4, 5 y 6 de la Ley 875 de Transparencia y 

Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, también 

lo es que se trata de un asunto que no forma parte de la información pública que resguarda 

este Sujeto Obligado, ya que se refiere a manifestaciones personales y conjeturas; por 

tanto, no se apega a los lineamientos previstos en el artículo 6° apartado A de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos para el ejercicio del derecho de 

acceso a la información. 

 

Así como, en términos de los dispuesto por el artículo 3 fracción XVIII de la Ley 875 de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio 
de la Llave se entiende por información pública, la información en posesión de los 
sujetos obligados con excepción de la que tenga el carácter de confidencial o reservada. 
Adicionalmente, el artículo 7 primer párrafo del citado ordenamiento legal establece 
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que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencia y funciones 
que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.  
 
Consecuentemente, para estar en posibilidad de otorgar la información pública es 
necesario que exista en los archivos de este sujeto obligado. En el caso que nos ocupa, 
se trata de manifestaciones personales y conjeturas, por lo que no tienen la naturaleza 
de información pública. En razón de lo expuesto, carecemos de información considerada 
como pública para atender la respuesta en los términos manifiestos por usted.  
La información que al efecto se rinde, se sustenta en lo dispuesto por el artículo 11 
fracción XVI de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

… 

 

Así también, durante la sustanciación del recurso de revisión, el sujeto 

obligado compareció mediante oficio UT/11/2018, de fecha once de enero de dos 

mil dieciocho, firmado por el Titular de la Unidad de Transparencia, expresando en 

el capítulo de refutación de agravios, lo siguiente: 

… 
PRIMERO.- 

 

De la simple lectura de lo anterior, se advierte que su cuestionamiento no encuentra relación con las 
atribuciones del sujeto obligado que represento de conformidad con lo previsto en el Reglamento 
Interior de la Oficina del C. Gobernador, publicado en la Gaceta Oficial del Estado, órgano oficial, 
número extraordinario 210 de fecha 26 de 2017. 
 
Aunado a lo anterior, el recurrente sustenta su agravio en una afirmación personal y subjetiva que nada 
tiene que ver con la información que se genera del quehacer gubernamental; así mismo el artículo 2 del 
referido reglamento interior dispone que el sujeto obligado represento dispone que la Oficina del C. 
Gobernador es un área y apoyo dependiente del Titular del Poder Ejecutivo, con capacidad técnica y de 
gestión, cuyo objetivo es aportar elementos para la toma de decisiones, sin perjuicio de las atribuciones 
que ejerce el resto de la Administración Pública Estatal en el ámbito de su competencia.  
 
(Transcribe los artículos del Reglamento Interior de la Oficina del Gobernador que señalan las áreas que 
integran la Oficina del Gobernador y las atribuciones de las mismas) 
 
De la lectura de lo anterior, es incontrovertible que ninguna de las áreas que integran la oficina del 
Gobernador tienen la atribución subjetiva señalada por el recurrente, atendiendo a lo dispuesto por las 
Condiciones Gener.les de Trabajo del Poder Ejecutivo del Estado de Veracruz, por la Ley Estatal del 
Servicio Civil de Veracruz, así como a la Ley Federal del Trabajo. 
 
… 
 
SEGUNDO.-Se insiste que la Unidad de Transparencia que represento no cuenta con la información 
solicitada a través del folio número 01332317, lo anterior de Conformidad (sic) con lo dispuesto en el 
artículo fracción XVIII, de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado 
de Veracruz de Ignacio de la Llave que dicta “se entiende por información pública, la información en 
posesión de los sujetos obligados con excepción de la que tenga el carácter de confidencial o reservada. 
Adicionalmente el artículo 7 primer párrafo el citado ordenamiento legal presume que la información 
debe existir si se refiere a las facultades, competencia y funciones que los ordenamientos jurídicos 
aplicables otorgan a los sujetos obligados 
… 
 
TERCERO.-Cabe destacar que el agravio, resulta inoperante toda vez que la aquí  recurrente confiesa y 
prueba tener conocimiento de la información que en su momento solicitó a la unidad que represento, 
en la inteligencia que el funcionario público no cuenta con la “gratificación, compensación o estímulo 
monetario, aparte de su sueldo quincenal”, por lo que se advierte que el solicitante ya conoce la 
información que por esta vía solicita, máxime que el objetivo de la Ley Número 875 de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, es poner la 
información gubernamental de los particulares a su alcance; objetivo que en el caso que nos ocupa ya 
fue cumplido, en razón de que la recurrente manifiesta y prueba que conoce la información. 
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Es por ello que su agravio, desde este momento, se deberá considerar una confesión expresa por parte 
de la recurrente en términos de lo dispuesto por el artículo 51 del Código de Procedimientos 
Administrativos de aplicación supletoria que literalmente dice: 
 
(Transcribe artículo)  
 
… 
 
 

Aunado a lo anterior, el sujeto obligado anexó a su respuesta el oficio 

número OG/SP/UA/08/2018, firmado por el Titular de la Unidad Administrativa de 

la Oficina del Gobernador, en el que manifestó que: 

 
… 

Respecto de la solicitud formalmente hecha por el Solicitante #satamonica #ladyasesoría, le 

informo a Usted lo siguiente: 

 

Hago de su conocimiento que la C. MONICA MORALES SILVA, no percibe ninguna 

gratificación, compensación o estímulo monetario, puesto que su salario está sujeto al 

tabulador autorizado de sueldos. 

… 

 

Documentales que constituyen prueba plena al ser instrumentos públicos 

expedidos por servidores públicos en el ejercicio de sus funciones, de conformidad 

con los artículos 174, 186 y 187 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, y de las que 

se advierte que el sujeto obligado en su respuesta manifiesta que Mónica Morales 

Silva no recibe gratificación, compensación u otro estímulo, información que no 

corresponde con el contenido de la copia del recibo de nómina aportado por el 

recurrente. 

 

Lo anterior es así, ya que en su solicitud de acceso la ahora recurrente, 

aportó como prueba copia de un recibo de nómina a nombre de MÓNICA 

MORALES SILVA correspondiente a la primera quincena de abril de dos mil 

diecisiete, en el que se advierte que en esa fecha, dicha persona si recibía una 

gratificación extraordinaria, y que si bien es cierto que dicho elemento no 

constituye prueba plena, si representa un indicio que genera la presunción de que 

la persona si percibe una gratificación. 

 

Aunado a lo anterior, la respuesta del ente obligado a través del Titular de la 

Unidad de Transparencia dada en la sustanciación del recurso, resulta ambigua y 

contradictoria, en virtud de que en la misma manifestó que;  “el agravio resulta 

inoperante toda vez que el aquí recurrente confiesa y prueba tener conocimiento 

de la información que en su momento solicitó a la unidad que represento en la 

inteligencia que el funcionario público no cuenta  con “gratificación, 

compensación o estímulo monetario, aparte de su sueldo quincenal” por lo que 

se advierte que la solicitante ya conoce la información que por esta vía solicita”, 
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manifestación que lleva implícita la aceptación del contenido del elemento de 

prueba exhibido por el recurrente. 

En efecto, la inconforme adjuntó a su recurso de revisión copia de un 

comprobante de nómina a nombre de “MORALES SILVA MONICA”, del que se 

advierte la suma de “16,710.26”, en el que se advierte que dicha persona percibía 

$13, 773.49 (trece mil setecientos setenta y tres pesos con cuarenta y nueve 

centavos) por concepto de gratificación extraordinaria, información que no 

coincide con la otorgada por el sujeto obligado, elemento que valorado junto con 

la manifestación realizada por el titular de la unidad de transparencia, constituyen 

indicios y generan la presunción de que la persona de quien se solicitó 

información, pudiera percibir alguna gratificación. 

 

Sobre el particular cabe señalar que acorde a lo previsto en los artículos 3, 

fracciones VII, XVI, XVIII; 4, 5 y 15, párrafo primero, fracción VIII, de la Ley 875 de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz, lo 

requerido constituye información pública, vinculada con obligaciones de 

transparencia. 

 

En este sentido, el sujeto obligado tiene el deber de generar, administrar, 

resguardar y/o poseer, la información correspondiente a los sueldos, salarios, 

gratificaciones, remuneraciones, compensaciones e incentivos, en términos de lo 

establecido por los artículos 84, 132, fracciones, VII y VIII y 804, fracciones, II y IV, 

de la Ley Federal del Trabajo; 99, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la 

Renta; en relación con el numeral 15, fracción VIII, de la Ley 875 de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz. 
… 

El artículo 15, fracción VIII de la ley antes citada, señala: 

 

Artículo 15. Los sujetos obligados deberán publicar y mantener actualizada la 

información pública, de conformidad con los lineamientos que para el caso expida 

el Sistema Nacional, al inicio de cada año o dentro de los siguientes diez días 

naturales a que surja alguna modificación, de acuerdo con sus atribuciones y a 

disposición de cualquier interesado, conforme a lo siguiente: 

… 

VIII. La remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o de 

confianza, de todas las percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, 

gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y sistemas 

de compensación bruta y sus deducciones e importe neto, señalando la 

periodicidad de dicha remuneración. En las prestaciones estarán comprendidas, en 

su caso, seguros, prima vacacional, aguinaldo, ayuda para despensa o similares, 

vacaciones, apoyo a celular, gastos de representación, apoyo por uso de vehículo 

propio, bonos o gratificaciones extraordinarias y las demás que, por conceptos 

similares, reciban los servidores públicos del sujeto obligado;  
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Ahora bien, de la diligencia de inspección al portal del sujeto obligado en la 

fracción VIII, correspondiente a “REMUNERACIÓN BRUTA Y NETA”, se observa lo 

siguiente: 

 

 

 
  

 

Al acceder a la fracción VIII, remuneración bruta y neta del personal adscrito 

al sujeto obligado, se observa el nombre de la persona de la cual se solicitó 

información, la remuneración bruta y neta, advirtiéndose que las columna 

relativas a sistemas de compensación, gratificaciones y estímulos, no contienen 

datos. 
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Así también, en la información actualizada al veintiocho de febrero de dos 

mil dieciocho, se observa la remuneración bruta y neta que percibe la persona de 

quien el recurrente solicitó la información, como se observa en el siguiente 

cuadro. 
 

 
 

Así también, se realizó la diligencia en el portal de la Plataforma Nacional 

de Transparencia, ingresando al Sistema de Portales de Obligaciones de 

Transparencia (SIPOT), como se muestra a continuación:   
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Al realizar la búsqueda en la información que se encuentra contenida en la 

fracción VIII del artículo 15 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública para el Estado de Veracruz, se localizó a la C. MÓNICA 

MORALES SILVA, obteniéndose lo siguiente:  
 

 
 

 

 
 

 

Al acceder a inspeccionar, a los rubros de sistema de compensaciones, 

gratificaciones y estímulos, se advierte una leyenda que dice no aplica, como se 

observa en las pantallas que se insertan en seguida:  
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Contenidos publicados a los que se les da valor probatorio pleno, conforme a 

los artículos 167 y 169 de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Veracruz, pues los datos publicados en dicha página 

constituyen un hecho notorio por formar parte del conocimiento público a través 

de tal medio. Sirve de criterio orientador la tesis del rubro: PÁGINAS WEB O 

ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER 

VALORADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL1, de los que se advierte que sí se encuentra 

publicada información sobre la remuneración mensual bruta y neta, de la persona 

cuya información se solicita, sin que se advierta información relativa a  

gratificaciones, compensaciones o estímulos. 

 

Asimismo, se observa que la información no se encuentra publicada 

conforme lo ordena la normatividad de la materia, ya que no se incluyen los 

conceptos a los que se refiere la fracción VIII del artículo 15 de la ley de la materia. 

 

Por lo anterior, atendiendo a lo dispuesto en la referida fracción VIII, deberá 

publicarse la remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o 

de confianza, incluyendo todas sus percepciones, incluyendo sueldos, 

                                                      
1  Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, México, Décima época, Libro XXVI, 
noviembre de 2013, Tomo. P. 1373. 
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prestaciones, gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, 

ingresos y sistemas de compensación bruta y sus deducciones e importe neto, 

señalando la periodicidad de dicha remuneración, destacando que en las 

prestaciones estarán comprendidas, en su caso, seguros, prima vacacional, 

aguinaldo, ayuda para despensa o similares, vacaciones, apoyo a celular, gastos de 

representación, apoyo por uso de vehículo propio, bonos o gratificaciones 

extraordinarias y las demás que, por conceptos similares, reciban los servidores 

públicos del sujeto obligado, prestaciones antes citadas que no se encuentran 

publicadas. 

 

Aunado a lo anterior, la información relativa a las remuneraciones de los 

servidores públicos, debe publicarse de conformidad con los Lineamientos 

técnicos generales para la publicación, homologación y estandarización de la 

información de las obligaciones de transparencia establecidas en el título quinto y 

la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, que deben difundir los sujetos obligados en los portales de 

Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, relativo al artículo 70, 

fracción VIII, de la Ley General, que corresponde materialmente al artículo 15, 

fracción VIII, de la Ley 875 de la materia. 

 

Entonces, atendiendo a lo dispuesto en los mencionados lineamientos, 

dentro de la fracción VIII del artículo 70 de la Ley General de Transparencia el 

sujeto obligado deberá publicar  la información correspondiente a la 

remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o de 

confianza, de todas las percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, 

gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y sistemas 

de compensación, señalando la periodicidad de dicha remuneración, en los 

términos siguientes. 
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Finalmente, cabe precisar que por cuanto hace a la prueba ofrecida por la 

inconforme, por acuerdo de siete de diciembre pasado, se ordenó dejar en el 

secreto de la Secretaría de Acuerdos de este instituto, ello a efecto de evitar la 

difusión de los datos personales ahí contenidos, con fundamento en el artículo 72 

de la Ley 875 de la materia; asimismo, se ordenó dar vista al titular del órgano de 

control del sujeto obligado con el recurso de revisión y sus anexos, para que 
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iniciara los procedimientos respectivos y en su caso, aplicara las sanciones 

correspondientes en el marco estricto de su responsabilidad, a los servidores 

públicos encargados de adoptar las medidas necesarias que garanticen la 

seguridad de los datos personales y eviten su alteración, pérdida, transmisión y 

acceso no autorizado, así como de establecer las medidas de seguridad de 

carácter administrativo, físico y técnico para la protección de los datos 

personales, toda vez que el recibo presentado contiene datos de carácter 

personal de una servidora pública, sin que se acreditara que se cuenta con su 

consentimiento para poseerla. 

 

La referida vista fue desahogada por el Encargado del Órgano Interno en la 

Oficina del Gobernador, mediante oficio CG/OIC/CG/001/2018, quien informó 

sobre las acciones implementadas con la finalidad de garantizar la seguridad 

administrativa, física y técnica de la protección de datos personales. 

 

En consecuencia, al resultar fundado el agravio hecho valer, este órgano 

colegiado estima que, para tener por cumplido el derecho de acceso a la 

información de la parte recurrente, procede revocar la respuesta emitida por el 

sujeto obligado y ordenarle que emita una nueva respuesta, en la que tomando en 

cuenta los elementos de prueba aportados por el recurrente, se pronuncie 

respecto de lo solicitado, esto es; si Mónica Morales Silva, se le otorga o no una 

gratificación, en caso de que sea afirmativo, informe las labores que realiza para 

hacerse merecedora de dicha prestación; de cuanto es la gratificación; en base a 

que se le sigue otorgando y la vigencia de la mismas. Ello por tratarse  de 

información de interés público que recae en el ámbito de las atribuciones de la 

Unidad Administrativa conforme con los artículos 5, fracción I inciso a) y 13 

fracción XVIII del Reglamento Interior de la Oficina del Gobernador del Estado de 

Veracruz de Ignacio de la Llave, de igual forma, deberá publicar en su portal de 

transparencia, la información correspondiente a la fracción VIII del artículo 15, de 

la ley 875 de la materia, de conformidad con lo ordenado en dicho cuerpo 

normativo, así como en los lineamientos técnicos antes señalados.  

Lo que deberá realizar en un plazo no mayor a cinco días, contados a partir 

de que cause estado la presente resolución, lo anterior en términos de los 

artículos 216, fracción III, 218, fracción I; 238, fracción I y 239 de la Ley 875 de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz de 

Ignacio de la Llave.  

Por lo expuesto y fundado, se: 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Se revoca la respuesta emitida por el sujeto obligado y se le 

ordena que proceda en los términos precisados en la consideración tercera, lo que 
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deberá realizar en un plazo no mayor a cinco días, contados a partir de que cause 

estado la presente resolución. 

 

SEGUNDO. Se informa a la parte recurrente que: 

a) Deberá informar a este instituto, si se permitió el acceso a la 

información y si le fue entregada y recibida la misma en los términos indicados en 

este fallo, en el entendido que, de no hacerlo, existirá la presunción de que la 

resolución ha sido acatada. Lo que deberá realizar dentro del plazo de tres días 

hábiles posteriores al en que el sujeto obligado cumpla con lo mandado en la 

presente resolución o de que fenezca el plazo otorgado para su cumplimiento; y 

b) La resolución pronunciada puede ser combatida por la vía ordinaria 

mediante el Recurso de Inconformidad, ante el Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales dentro 

de los quince días hábiles siguientes a que surta efectos la notificación de la 

resolución; lo anterior de conformidad con el artículo 215, fracción VII de la Ley 

875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Veracruz 

de Ignacio de la Llave. 

TERCERO. Se indica al sujeto obligado que: 

a) En el término de tres días hábiles siguientes al que cumpla esta 

resolución, deberá informar a este instituto de dicho cumplimiento; 

b) Se previene al titular de la Unidad de Transparencia que en caso de 

desacato de esta resolución, se dará inicio a los procedimientos contemplados por 

la ley de la materia. 

 

Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 218, fracciones 

III y IV de la Ley 875 de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 

Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

 

Notifíquese la presente resolución en términos de Ley, y, en su 

oportunidad, archívese como asunto definitivamente concluído. 

 

Así lo resolvieron por UNANIMIDAD de votos los integrantes del Pleno del 

Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y Protección de Datos 

Personales, en términos del artículo 89 de la Ley número 875 de Transparencia y 

Acceso a la Información para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave, ante la 

secretaria de acuerdos, con quien actúan y da fe. 
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